República de Colombia
[image: image1.png]



Corte Suprema de Justicia
Radicación nº 11001-02-03-000-2014-00830-00

CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA

SALA  DE  CASACIÓN  CIVIL

FERNANDO GIRALDO GUTIÉRREZ

MAGISTRADO PONENTE

STC5328-2014
Radicación nº 11001-02-03-000-2014-00830-00
(Aprobado en sesión de treinta de abril de dos mil catorce)

Bogotá, D.C., dos (02) de mayo de dos mil catorce (2014).

Se decide la tutela formulada por Rodolfo Torres Madero contra la Sala Civil Especializada en Restitución de Tierras del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Antioquia, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas – Dirección Territorial Antioquia, el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Turbo y la Unidad de Restitución de Tierras de Apartadó, siendo vinculados el Juzgado Primero Civil del Circuito de Restitución de Tierras de esta última ciudad, Rogelio Vera Londoño, Blanca Rubiela Vélez, Luz Marina Otálvaro Jaramillo, la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Turbo, la Superintendencia Nacional de Notariado y Registro, el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Administrativa, el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural <<Incoder>>, la Procuraduría Treinta y Siete Judicial Primera de Restitución de Tierras de Medellín, la Alcaldía, Secretaría de Hacienda y Personería Municipales de Turbo. 
I. ANTECEDENTES

1.- El promotor invoca la protección de los derechos al debido proceso y defensa.

2.- Señala como contraria a esas garantías, que ninguna de las autoridades accionadas lo convocó al trámite judicial en el que se decretó la restitución del inmueble respecto del cual ocupa una porción.

3.- Sustenta la reclamación en los supuestos fácticos que pasan a compendiarse (fls. 1-3 y 7):
3.1. Que desde 1996 ha ejercido la posesión pública, quieta, ininterrumpida y con ánimo de señor y dueño, del predio <<Esta Tierra es de Dios>>, situado en el Municipio de Turbo, Corregimiento El Tres, denominado <<Paquemás>>, con área de <<una hectárea aproximadamente>>, cultivado en toda su extensión con plátano, producto que es comercializado con C.I. Unibán S.A., lote que además cuenta con  canales y drenajes, cercos de alambre y una casa de habitación construida en madera, techo de zinc y pisos de barro.
3.2. Que La Unidad de Tierras solicitó ante el Juzgado Primero Civil de Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Apartadó, a favor de Rogelio Vera Londoño y Blanca Rubiela Vera,  la recuperación de la finca denominada <<Parcela 3>>, ubicada en el mismo sector de Paquemás.

3.3. Que no se le ha notificado providencia alguna en el referido litigio, bien como contradictor o en calidad de litisconsorte de alguno de los intervinientes.

3.4. Que el Tribunal Superior de Antioquia, Sala Especializada de Restitución de Tierras, profirió sentencia en la que le ordenó a Luz Marina Otálvaro de Jaramillo la devolución del bien a los reclamantes. <<En dicha providencia no se menciona al suscrito y es lógico, pues nunca fui parte de ese, ni de ninguno otro proceso judicial>>.
3.5. El 28 de marzo de este año la Juez Segundo Promiscuo Municipal de Turbo acudió al terreno con el fin de entregarlo a quien correspondía, pero luego de <<consultas>> con los funcionarios que asistieron a ella, la aplazó para el <<martes 1º de abril de 2014>>.
3.6. Que es <<un tercero totalmente ajeno>> a dicho procedimiento, ya que es propietario de <<la plantación de plátano>> que allí existe, la que actualmente se encuentra <<en producción y se pretende despojarme de ella entregándola a los reclamantes que ni un centavo invirtieron en ella>>.
4.- Solicita que se ordene a la Unidad de Restitución de Tierras del Municipio de Apartadó para que se abstenga de recibir la parcela por él ocupada,  <<por  cuanto nunca he sido parte de  ningún proceso donde se me haya brindado las garantías constitucionales>>. Además, como medida provisional, pidió la suspensión de la diligencia (fls. 3).

II. RESPUESTAS DE LAS PARTES Y VINCULADOS
La Sala Civil Especializada en Restitución de Tierras del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Antioquia se refirió a lo actuado en el asunto que motiva la queja, advirtiendo que <<se realizaron las publicaciones>> respecto de <<quienes se creyeran con derecho sobre el bien pedido en restitución (…) sin que en dicha oportunidad procesal el aquí accionante se presentara>>. Igualmente indicó, con referencia en el cd room que contiene la inspección judicial realizada por la Juez Primero Civil del Circuito Especializada en Restitución de Tierras de Apartadó al fundo reclamado, que se <<identificó una pequeña construcción en la que, según informó la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, fue fijado el aviso del inicio del trámite y al realizar la visita fueron atendidos por el señor Jhon Villada, mas no por quien ahora reclama la protección de sus derechos fundamentales, señor Rodolfo Torres Madero, de quien ninguna mención se hizo en dicha diligencia y ninguna oposición presentó en las etapas del proceso de restitución>>. 

También señaló que Luz Marina Otálvaro Jaramillo se opuso una vez notificada de la demanda por figurar como titular del derecho real de dominio sobre el inmueble, lo que motivó la remisión del expediente a esa superioridad; que dictó sentencia favorable a las peticiones invocadas; que la entrega fue materializada el 1º de abril de 2014 y que el actor <<ninguna solicitud elevó ante el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Apartadó, ni ante esta Corporación>>  (fls. 156-283).

Los demás convocados ninguna manifestación hicieron.

III. TRÁMITE
Completada como se encuentra la instrucción, prosigue dirimir el resguardo planteado.

IV. CONSIDERACIONES

1.- Corresponde establecer si se violan las prerrogativas reclamadas por el actor con ocasión del trámite de restitución de tierras en el que, a pesar de no ser vinculado al mismo como poseedor de un lote de terreno en el que tiene cultivo de plátano en producción, se estimaron las pretensiones.
2.- Las providencias de los jueces son, por regla general, ajenas al amparo consagrado en el artículo 86 de la Carta Política, excepto, como lo ha precisado reiteradamente la jurisprudencia, en eventos en los que resultan ostensiblemente arbitrarias, esto es, producto de la mera liberalidad, a tal punto que configuren una <<vía de hecho>>, obviamente bajo los presupuestos de que quien resulte afectado acuda dentro de un término razonable a reclamar y haya utilizado los remedios idóneos, tanto ordinarios como extraordinarios, para conjurar la lesión alegada, salvo que se esté en presencia de un perjuicio irremediable.
3.- Para el estudio que se realiza y con incidencia en la cuestión debatida, está acreditado:
3.1. Que el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado de Restitución de Tierras de Apartadó, admitió la solicitud de Restitución y Formalización de Tierras, presentada por la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas – Unidad Territorial de Antioquia, a favor de Rogelio Vera Londoño y Blanca Rubiela Vélez, respecto del inmueble <<La Parcela 3>>, ubicado en la vereda <<Paquemás>>, Corregimiento de <<El Tres>> del municipio de Turbo, con una extensión de tres hectáreas y cuatrocientos veintisiete metros cuadrados (4-0427 has), ficha catastral 8372010000000200050 e identificado con la matrícula inmobiliaria 034-35529 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Turbo (14 de agosto de 2013) fls. 162-184

3.2. Que a dicha petición se le dio el trámite regulado en la Ley 1448 de 2011, disponiendo, entre otras cosas, dar traslado a Luz Marina Otálvaro de Jaramillo por ser quien figuraba como propietaria inscrita del inmueble a restituir y, además, citar a todas las personas que se creyeran con derechos sobre el mismo, para que comparecieran a la controversia dentro de los quince (15) días siguientes a la publicación en un periódico de amplia circulación nacional (fls. 162-163 y 185-193).

3.3. Que según la Corporación atacada, al examinar el cd room donde resposa la inspección judicial realizada por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializada en Restitución de Tierras de Apartadó a la finca reclamada, se fijó aviso comunicando la apertura del trámite en <<una pequeña construcción>> que allí se encontró,  <<según informó la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas >>  (fls. 156-159).
3.4. Que en el diario El Espectador del domingo 29 de septiembre de 2013, se publicó el llamamiento que se hizo a <<todas las personas  que se crean con derechos legítimos>> en el predio mencionado, para que en el plazo de quince (15) días siguientes comparecieran a hacerlos valer (fls. 185-193). 

3.5. Que la secretaría de ese Despacho judicial dejó constancia en el sentido que dentro del término antedicho <<no se presentó persona alguna a ejercer su derecho>> (17 de octubre de 2013) fl. 193.

3.6. Que Luz Marina Otálvaro Jaramillo se opuso alegando haber adquirido de buena fe el bien y proponiendo excepciones de fondo, escrito en el que, por demás, ninguna referencia se hizo al aquí accionante (fls. 212-218). 

3.7. Que el 21 de octubre de ese mismo año se decretaron las pruebas, sin que ninguna de ellas tuviera relación directa o indirecta con Rodolfo Torres Madera (fls. 219-220). 

3.8. Que la Sala Civil Especializada en Restitución de Tierras del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Antioquia desestimó las defensas de Luz Marina Otálvaro de Jaramillo y ordenó la restitución <<jurídica y material de la parcela Nro. 3, objeto de la solicitud, en favor de los señores Rogelio Vera Londoño y Blanca Rubiela Vélez>>, comisionando para el efecto (19 de febrero de 2014) fls. 221-254.

3.9. Que al Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Turbo le correspondió la entrega y en acta de 28 de febrero de este año hizo constar la presencia del aquí demandante en la  <<Parcela 3>>, quien manifestó <<ser el dueño de una de las hectáreas del inmueble>>, por adjudicación que le hizo el Incora, <<pero no mostró documento alguno>>; que no estaba <<enterado>> de la actuación del proceso, no conocía a la demandada y que llevaba dieciocho (18) años viviendo en dicha propiedad sin ningún inconveniente. Igualmente, luego de identificar el predio y de establecer que la <<vivienda>> ocupada por éste <<hace parte del bien objeto de entrega>>, requirió al citado en el sentido que <<debía desocupar>>. (fls. 259-264 y 274-283).

3.10. Que en el mismo acto la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y los Delegados de la Administración Municipal, se comprometieron a <<realizar una intervención sicosocial al señor Torres, toda vez que aparentemente se muestra como una persona con capacidades diferentes, por lo que se verificaría si pertenece a la población en situación de vulnerabilidad>>, suspendiéndose en consecuencia la diligencia para el 1º de abril siguiente, a las 02:00 p.m. (fls. 259-264 y 274-283).

3.11. Que en esta última calenda y hora se materializó la diligencia, pues, aunque se dejó constancia en el sentido que Rodolfo Torres aún se encontraba habitando la casa junto con su hermano Jaime, estos fueron persuadidos por el Inspector de Policía del lugar y  el Delegado de la Secretaría de Gobierno para que permitieran la entrega, concediéndoseles a los antes nombrados la facultad de llevarse  la madera, las tejas de zinc y el cableado eléctrico, lo que harían el día 4 de ese mismo mes y año bajo la vigilancia y control de la primera de las autoridades citadas. Todos ellos suscribieron el acta en señal de asentimiento. (fls. 259-264 y 274-283). 

3.12. Que de acuerdo con la información suministrada por la Corporación atacada y con vista en el expediente, Rodolfo Torres Madera no formuló solicitud alguna ante las autoridades que conocieron del caso, en relación con la alegada posesión (fls. 156-159; 268-271).

3.13. Que la tutela fue radicada el 31 de marzo y su escrito complementario el 1º de abril siguiente, a la 09:34 a.m. (fls. 1,2 y 7,).

4.- El auxilio deviene impróspero, de conformidad con las siguientes razones:
4.1.- Para garantizar los derechos de las víctimas, opositores, intervinientes y terceros en el trámite de los asuntos que se rigen por la Ley 1448 de 2011, se previó un mínimo de fases que son suficientes.

Sobre esto último, recientemente la Sala dijo en providencia STC1541-2014 de 13 feb., rad. 00169-00:

(…) La estructura, etapas y recursos consagrados por el legislador en la Ley 1448 de 2011 para  el trámite de restitución de tierras, se han estimado como suficientes para garantizar, en lo medular, o, en su núcleo esencial, los derechos de las víctimas, opositores, intervinientes y terceros. De ello da cuenta la sentencia C-099 de 27 de febrero de 2013, en la que Corte Constitucional destacó que no obstante la brevedad del respectivo procedimiento, justificada como “una medida necesaria para proteger a las víctimas del empleo de artimañas jurídicas y del abuso del derecho para perpetuar el despojo jurídico de los predios”, se definieron en la norma “garantías  suficientes para que quienes tengan interés puedan intervenir en el proceso, solicitar pruebas y controvertir las que hayan sido presentadas” (…). 
Lo anterior para significar que, en principio, las prerrogativas básicas del reclamante no fueron desconocidas dentro del pleito que motiva la queja constitucional ya que, como quedó visto, no sólo él, sino todas las personas que se creyeran con derechos para intervenir en el asunto, fueron convocadas en forma oportuna y con el lleno de los requisitos formales a que se refiere el literal e) del artículo 86 de dicha normatividad.

Dicho llamamiento se dio por superado al vencer los quince días siguientes a la respectiva publicación en un diario de amplia circulación nacional, quedando acreditado que ninguna persona se hizo presente a contestar el libelo, oponerse y pedir pruebas. La única contradicción, como también quedó demostrado, fue la de Luz Marina Otálvaro de Jaramillo, quien fue vinculada al figurar como titular del derecho real de dominio respecto del bien pretendido.

Tampoco puede descartarse la afirmación del Tribunal acusado en cuanto que, al revisar el cd room que contiene la inspección judicial practicada al inmueble, pudo constatar que, <<según informó la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas >>, en la construcción ubicada dentro de la <<Parcela 3>> se fijó un <<aviso>> sobre la iniciación del procedimiento en referencia.

Fuera de ello, se dio por probado que, ni antes ni después de producirse la citación de los indeterminados, el aquí accionante elevó ante la Unidad de Restitución de Tierras de Apartadó, el juzgado de conocimiento, ni mucho menos en el Tribunal a donde fue remitido el expediente por virtud de la oposición formulada por Luz Marina Otálvaro de Jaramillo, solicitud alguna en relación con su situación particular.

Esta última actitud, de alguna manera, fue refrendada en la diligencia de entrega perfeccionada el 1º de abril del año en curso cuando,  cuando, tras ser amonestado para que permitiera su desarrollo, accedió a lo pedido, no obstante convenir con algunas de las autoridades allí presentes, que podía retirar los materiales con los que estaba construida la vivienda, diligencia que por demás se llevó a cabo en las horas de la tarde, es decir, después de presentar para reparto el escrito de tutela, ya que las constancias dan cuenta que lo hizo el 31 de marzo y en la mañana de ese mismo día.

4.2. Ahora bien, si en criterio del promotor se incurrió en una irregularidad por no convocársele al proceso antes de dictarse la decisión de fondo, puede aducir dicha circunstancia a través del recurso extraordinario de revisión, único medio de impugnación que procede en litigios de este linaje, según el  artículo 92 de la Ley 1448 de 2008 que prevé, «el recurso de revisión ante la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en los términos de los artículos 379 y siguientes», escenario idóneo para replantear esa particular queja, independientemente de su desenlace.
En efecto, con fundamento en la causal contemplada en el numeral 7° del artículo 380 del estatuto procesal civil, puede debatir si se le impidió la comparecencia al proceso y la posibilidad de contradecir las decisiones adoptadas allí, atendiendo los términos y etapas consagradas en los artículos 381 y siguientes de la citada codificación. 


Dijo la Sala oportunidad anterior que 
(…) si la promotora del amparo estima que no fue debidamente notificada de la actuación adelantada en su contra y que por lo mismo no se enteró de ésta ni pudo aducir las razones que mediante este mecanismo subsidiario plantea, puede hacer uso del mencionado medio de defensa, ya que el artículo 379 del Código de Procedimiento Civil, prevé dicho recurso contra los fallos ejecutoriados proferidos por los juzgados del circuito y el numeral 7° del artículo 380 de la misma obra consagra como causal de revisión ‘(e)star el recurrente en alguno de los casos de indebida representación o falta de notificación o emplazamiento contemplados en el artículo 152, siempre que no haya saneado la nulidad’” (CSJ STC del 22 de junio de 2012, exp. 2012-00175-01, citada el 18 de noviembre de 2013, exp. 2013-00574-01; STC896-2014, 5 feb, rad. 2013-00641-01).


5.- Por consiguiente, se desestimará la protección solicitada.

V. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NIEGA el resguardo reclamado. 

Comuníquese telegráficamente lo aquí resuelto a las partes; y, en oportunidad, remítanse las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese
JESÚS VALL DE RUTÉN RUIZ

MARGARITA CABELLO BLANCO 

RUTH MARINA DÍAZ RUEDA

ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO

FERNANDO GIRALDO GUTIÉRREZ 

ARIEL SALAZAR RAMÍREZ 

LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA
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